AUTO TUTELA 2ª INSTANCIA N°035
RADICACIÓN:66001310900220180000301
ACCIONANTE:         NATALY MORALES
SE ABSTIENE DE CONOCER RECURSO

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
Providencia:
Auto – 2ª instancia – 5 de marzo de 2018

Proceso:    
Acción de Tutela –Se abstiene de conocer impugnación 
Radicación Nro. :

 66001310900220180000301
Accionante: 
 NATALY MORALES
Accionado:
 INPEC Y OTROS
Magistrado Ponente: 
 JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Temas: 

          AUSENCIA DE PODER / IMPUGNANTE NO ESTÁ LEGITIMADO / SE ABSTIENE DE CONOCER IMPUGNACIÓN.  Sería del caso proceder a conocer el fondo del asunto para efectos de establecer el grado de acierto o desacierto de la determinación de primera instancia, si no fuera porque la Sala advierte un defecto relacionado con la legitimidad del togado que representa los intereses de la entidad impugnante.

En efecto, se observa que por parte del citado abogado se dice representar los intereses del Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2017, no obstante no se allegó poder especial o general que lo faculte para ello, por tanto se debe concluir que no cuenta con legitimación para actuar y en esas condiciones no puede darse trámite al recurso de apelación por él interpuesto.
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                                    PEREIRA-RISARALDA 
                                         RAMA JUDICIAL 

TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL

             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, cinco (5) de marzo de dos mil dieciocho (2018)

                                                                    Acta de Aprobación N°214
                                                     Hora: 8:50 a.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por el abogado LUIS ALFREDO SANABRIA RÍOS en representación del Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2017, contra el fallo proferido por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de esta ciudad, con ocasión de la acción de tutela impetrada por la ciudadana NATALY MORALES.
2.- DEMANDA 

Lo sustancial de los hechos que plantea la accionante en el escrito de tutela se pueden concretar así: (i) desde julio 13 de 2012 se encuentra recluida en la Cárcel La Badea de Dosquebradas patio B, purgando una pena de 112 meses de prisión por el delito de tráfico de estupefacientes; (ii) hace un tiempo presenta un brote en la piel, el cual le inició en la cara y se le ha extendido por todo el cuerpo, y hasta el momento no se le ha autorizado por parte de la FIDUPREVISORA, entidad encargada de prestar los servicios médicos, ninguna atención en aras de mejorar su estado de salud; (iii) en diciembre 17 de 2017 elevó derecho de petición ante el Director del establecimiento de reclusión, en el que solicitó ser atendida urgentemente por dermatólogo, pero hasta el momento de presentar la acción no había recibido respuesta alguna; y (vi) considera que con dicha omisión se le están vulnerando sus derechos a la vida y a la salud.
Con fundamento en lo anterior, solicita que de manera inmediata realice la valoración por médico dermatólogo y los procedimientos necesarios para su tratamiento.
3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- Una vez admitida la tutela, la juez de primera instancia corrió traslado de la misma a la Reclusión de Mujeres La Badea, al INPEC y a la FIDUPREVISORA.  De igual forma, vinculó a la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios- USPEC y al Consorcio Fondo de Atención PPL 2017.
- El Jefe de la Oficina Asesora Jurídica del USPEC indicó que la asistencia en salud solicitada por la accionante corresponde prestarla al Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2017, el cual está en la obligación de adoptar todas las medidas para velar por la pronta prestación del servicio de salud a la población carcelaria, y por ese motivo no es procedente la vinculación de esa entidad.
Señala que esa unidad se encuentra adscrita al Ministerio de Justicia y del Derecho, y fue creada mediante Decreto 4150/11 con la finalidad de afianzar el cumplimiento de los mandatos del Estado Social y Democrático de Derecho, relacionados con el respeto a la dignidad humana y el ejercicio de los derechos fundamentales de la población privada de la libertad en los establecimientos de reclusión, y suministrar los bienes y servicios requeridos para garantizar el bienestar de las personas recluidas, funciones que fueron escindidas al INPEC.
Dentro de las obligaciones de esa entidad no está la de prestar los servicios médicos a la población carcelaria, sino que de acuerdo con lo establecido en la Ley 1709/14 y en el modelo de atención en salud especial para la población privada de la libertad bajo la custodia y vigilancia del INPEC, creado por el Ministerio de Salud y Protección Social en la Resolución 00519/15, al ser el encargado de administrar los dineros del Fondo Nacional de Salud de las Personas Privadas de la Libertad y garantizar los pagos dispuestos para la atención integral en salud y la prevención en enfermedad de dicha población, debe suscribir contratos para la prestación de dichos servicios, y en diciembre 27 de 2016 se firmó el de Fiducia Mercantil 331 con el Consorcio Fondo de Atención PPL 2017, y éste último a su vez tiene la facultad de suscribir otro contratos con las IPS y EPS para que colaboren con la prestación eficaz de los servicios.
Con fundamento en lo anterior, solicita ser desvinculado de la acción.

- Por parte del Consorcio Fondo Atención en Salud PPL y el Establecimiento de Reclusión de Mujeres de Pereira se allegaron respuestas, pero ninguna de ellas se tuvo en consideración por el despacho, toda vez que no se adjuntaron a las mismas el poder especial o resolución que acreditara que cuenta con autorización del representante legal para actuar en nombre de esas entidades.
3.2.- Culminado el término constitucional el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira (Rda.) decidió tutelar el derecho fundamental a la salud de la señora NATALY MORALES, y en consecuencia ordenó al Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2017, que en el término improrrogable de 48 horas contadas a partir de la notificación de la decisión, si aún no lo había hecho, procediera a prestar de manera efectiva el servicio de consulta por primera vez con especialista en dermatología, conforme lo ordenado por el médico tratante. De igual forma, brindarle una cobertura integral en relación con el diagnóstico de dermatitis.

4.- IMPUGNACIÓN

- Dentro del término oportuno el abogado LUIS ALFREDO SANABRIA en calidad de apoderado del Fondo de Atención en Salud PPL 2017 allegó memorial por medio del cual impugnó la determinación adoptada por la juez de primer nivel, con fundamento en los siguientes argumentos:

- El a quo en su providencia no tuvo en cuenta en sus consideraciones que a ese consorcio no le fue asignada obligación alguna relacionada con la prestación de los servicios médicos, que por ley están reservados a las EPS, IPS, Empresas Sociales del Estado y demás entidades que conforman la Organización del Sistema General de Seguridad Social en Salud en Colombia dentro del marco de la Ley 100/93.

El alcance del objeto del contrato de fiducia mercantil N° 331 de 2016 determinó que los recursos del Fondo Nacional de Salud de las Personas Privadas de la Libertad que recibirá la FIDUPREVISORA deben destinarse a la celebración de contratos derivados y pagos necesarios para la prestación de los servicios en todas sus fases a cargo del INPEC, en los términos de la Ley 1709/14.

Es claro entonces que la entidad llamada a dar cumplimiento en el caso concreto es el Establecimiento Penitenciarios y Carcelario Reclusión de Mujeres La Badea, según el Manual Técnico Administrativo para la Prestación del Servicio de Salud a la Población Privada de la Libertad a cargo del INPEC.

En lo atinente a la cobertura integral, señala que no es competencia del juez de tutela ordenarla, toda vez que debe ir acompañada de una orden expedida por el galeno tratante, ya que no es posible reconocer prestaciones futuras e inciertas.

Ese consorcio tiene vigente la contratación de servicios médicos intra y extra mural del Establecimiento Penitenciario y Carcelario de la Reclusión de Mujeres La Badea, y por ese motivo ha dado cabal cumplimiento al referido contrato de fiducia, en el que se establece que sus funciones están limitadas a administrar y pagar los recursos dispuestos por el fideicomitente.

Con fundamento en lo anterior, solicita se revoque el fallo y se desvincule a esa entidad. De igual forma, se requiera al Establecimiento de Reclusión de Mujeres La Badea para que cumpla la orden constitucional dada.
5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por la Juez Segunda Penal del Circuito de Pereira (Rda.), de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000.

Sería del caso proceder a conocer el fondo del asunto para efectos de establecer el grado de acierto o desacierto de la determinación de primera instancia, si no fuera porque la Sala advierte un defecto relacionado con la legitimidad del togado que representa los intereses de la entidad impugnante.
En efecto, se observa que por parte del citado abogado se dice representar los intereses del Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2017, no obstante no se allegó poder especial o general que lo faculte para ello, por tanto se debe concluir que no cuenta con legitimación para actuar y en esas condiciones no puede darse trámite al recurso de apelación por él interpuesto. 
En mérito de lo referido, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal
RESUELVE

PRIMERO: SE ABSTIENE la Sala de conocer la impugnación interpuesta por el abogado LUIS ALFREDO SANABRIA en representación del Fondo de Atención en Salud PPL 2017, contra la sentencia de tutela proferida por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira (Rda.), por falta de legitimación.

SEGUNDO: Se dispone en consecuencia el envío del expediente ante la H. Corte Constitucional para su eventual revisión, con base en lo dispuesto por el inciso 2º del artículo 31 del Decreto 2591 de 1991.

COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE 
          JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ                                                                

MANUEL YARZAGARAY BANDERA 

El Secretario de la Sala, 

WILSON FREDY LÓPEZ
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